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República de Colombia

Informe de la República de Colombia sobre las medidas adoptadas y el progreso realizado por el Estado Colombiano en la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción en el período comprendido entre la XI y la XII Reunión del Comité de Expertos del MESICIC.

En cumplimiento de las normas establecidas en el Reglamento del Comité de Expertos para el seguimiento a la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, que determinan en su artículo 31 que en las Reuniones del Comité cada Estado Parte informará verbal y brevemente sobre las medidas que su Estado ha adoptado entre la reunión anterior y la que se inicia y el progreso realizado en la implementación de la Convención, la República de Colombia presenta un breve informe de las acciones adelantadas entre la XI y la XII Reunión del Comité de Expertos dirigidas a la implementación de esta Convención.

Para la presentación de las medidas adoptadas y del progreso realizado en la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción se seguirá el orden de las normas previsto en la misma Convención, señalando en cada caso las acciones y proyectos en curso a través de los cuales se desarrollan los propósitos y normas de la misma.

1. NORMAS DE CONDUCTA PARA EL CORRECTO, HONORABLE Y ADECUADO CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES PÚBLICAS Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO

La República de Colombia ha implementado varios instrumentos para garantizar un adecuado cumplimiento de las funciones públicas, mecanismos que se han ido modificando y  adecuando para un mejor logro de los objetivos propuestos.

1.1. Avances en la implementación de un Modelo Estándar de Control Interno para el Estado Colombiano y del sistema de gestión de calidad 
Durante los años 2004 y 2005 se adoptaron nuevos modelos de control y de gestión, cuyo propósito es el de permitir a las entidades públicas contar con nuevos esquema para organizar el trabajo interno, a fin de satisfacer las necesidades y expectativas de los ciudadanos. 

El país ha venido avanzando en la implementación de estos modelos de control y gestión para lo cual el Departamento Administrativo de la Función Pública – DAFP - ha realizado seguimiento a los avances que en estos dos sistemas, han logrado las entidades. Para esto último, ha dispuesto dos herramientas tecnológicas de recolección de información: 

- Aplicativo MECI. A través de este sistema se obtuvo información sobre el avance en la implementación del Modelo en 1964 entidades nacionales y territoriales. De acuerdo con la información reportada, el Modelo se encuentra en un nivel satisfactorio de implementación, tanto en el orden nacional como territorial; no obstante, en este último, se observan bastantes rezagos, especialmente en lo que tiene que ver con códigos de ética, administración del riesgo, actividades de control y auto evaluación.

- Encuesta trimestral sobre la implementación de la NTCGP 1000:2004. De acuerdo con el reporte realizado en el trimestre abril - junio, a nivel nacional se detectó que el 61% de las entidades se encuentran en la etapa de diseño e implementación de su Sistema de Gestión de la Calidad y solo un 8% se encuentran en la etapa de evaluación.

A nivel territorial, y tomando en cuenta que la implementación de la Norma no es de carácter obligatorio, se tiene que de las entidades que reportaron información, el 47% se encuentran en la etapa de diseño e implementación y un 4%, en la de evaluación.

En materia de capacitación, en el periodo marzo – septiembre se han capacitado más de 1690 servidores públicos de entidades nacionales y territoriales, en diversas jornadas, con el propósito de sensibilizar a esta población sobre la importancia de implementar estos sistemas de control y gestión de la calidad a fin de garantizar una mejor prestación de servicios al ciudadano.

1.2. Avances en la implementación del Sistema de Información y Gestión del Empleo Público – SIGEP

El Sistema de Información y  Gestión del Empleo Público – SIGEP –, que está en desarrollo, se orienta a gestionar el conocimiento público a través del manejo de información relacionada con la organización administrativa, organización y gestión del empleo, planificación y administración del empleo, gestión del desarrollo, gestión del desempeño, gerencia pública y atención y servicio al cliente. En el proceso para desarrollar este sistema ya se llevó a cabo la etapa de licitación para la adquisición e implementación del mismo, y se abrió la etapa de evaluación de propuestas.

De otra parte, el Grupo de trabajo, conformado por delegados de la Presidencia de la República, la Unidad de Información y Análisis Financiero, Superintendencia Financiera, Procuraduría General de la Nación, Instituto Agustín Codazzi, Registraduría Nacional, Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas, entre otras, definió el contenido del nuevo formato de declaración juramentada de bienes y rentas y de actividad económica privada, el cual será diligenciado en el aplicativo del SIGEP, por los servidores públicos y se espera que también sea tramitado por quienes van a celebrar contratos de prestación de servicios superiores a 3 meses.

El nuevo diseño del formato contempla codificaciones unificadas para permitir el cruce de variables con otros sistemas de información, con el fin de verificar la veracidad en la información suministrada. Así mismo, para lograr el manejo funcional de la información y facilitar la verificación de datos y un mayor control sobre los incrementos patrimoniales se incluyen campos para información relacionada con el cargo, las funciones relacionadas con presupuesto, los datos de abuelos, nietos, sobrinos y cuñados, así como la información relacionada con cuentas bancarias en otros países, y también se especifica la inclusión de otros ingresos como honorarios, arriendos, comisiones, loterías y herencias entre otros.

2. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS QUE ASEGUREN LA PUBLICIDAD, EQUIDAD Y EFICIENCIA DE TALES SISTEMAS.

Para presentar las acciones relacionadas con este punto en primer lugar se señalarán los sistemas para la contratación de funcionarios públicos y luego aquellos para la adquisición de bienes y servicios a través de los cuales se garantizan principios de publicidad, equidad y eficiencia.

2.1. Sistemas y mecanismos para la contratación de funcionarios públicos.

Con el propósito de lograr la contratación de funcionarios públicos a través de procesos que garanticen la selección de los candidatos más idóneos para el desempeño de un cargo, basados en criterios de mérito y bajo procedimientos transparentes, se continúan desarrollando procesos de selección abiertos basados exclusivamente en el del mérito y la capacidad del aspirante para desempeñarse como funcionario público. Estos procesos han presentado los siguientes avances:

2.1.1. Convocatoria 001 – Sistema de Carrera Administrativa

La CNSC, como órgano responsable de administrar y vigilar la carrera administrativa en Colombia, ha venido desarrollando un proceso de selección para ocupar alrededor de 56.600 cargos, reportados hasta ahora en la Oferta Pública de Empleos de Carrera-OPEC. 

En el anterior informe se había señalado que la prueba básica general de preselección PBGP se llevó a cabo  el 10 de diciembre de 2006 y que el 28 de noviembre de 2006 se había expedido el acuerdo a través del cual se adoptaron los lineamientos generales para el desarrollo de la Segunda Fase o Fase Específica de la Convocatoria 001 de 2005.

Sin embargo, debido a una decisión de la Corte Constitucional debió ordenarse la aplicación de la Prueba Básica General de Preselección a servidores que en virtud de la ley 1033 de 2006 habían sido eximidos de la presentación de dicha prueba por considerar que tenían las competencias básicas para ser servidores públicos. Atendiendo dicha sentencia, la CNSC aplico esta prueba el 12 de agosto a de 2007 a 62.014 aspirantes en 229 municipios del país.
De esta manera y esperando se resuelvan algunos inconvenientes jurídicos, se ha concluido parcialmente la Fase I del proceso de selección de la Convocatoria 001 de 2005, y así mismo se encuentra en un satisfactorio estado de avance la Fase II del proceso. 

2.1.2. Estado de avance de las Convocatorias para los Sistemas Específicos y Especiales de Ley, administrados por la CNSC
En lo referente a las convocatorias para los sistemas de carrera específica, se tiene que la oficina de sistemas de la CNSC diseñó un aplicativo para la conformación de la  Oferta Pública de Empleos de Carrera, a través del cual se recopiló la información reportada por las diferentes entidades, como se muestra a continuación:

	SUPERINTENDENCIA


	EJECUTIVO
	ASESOR
	PROFESIONAL
	TECNICO
	ASISTENCIAL
	OTRO
	TOTAL

	SUPERINTENDENCIA DE ECONOMIA SOLIDARIA 
	
	
	51
	6
	11
	
	68

	SUPERINTENDENCIA FINANCIERA
	
	3
	212
	26
	25
	
	266

	SUPERINTENDENCIA DE  INDUSTRIA Y COMERCIO
	
	
	107
	17
	14
	
	138

	SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
	
	
	36
	3
	16
	
	55

	SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 
	
	
	159
	68
	230
	
	457

	SUPERINTENDENCIA DE PUERTOS Y TRANSPORTE
	
	
	36
	6
	4
	
	46

	SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS
	
	14
	65
	7
	5
	
	91

	SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES
	 
	 
	49
	17
	9
	
	75

	SUPERINTENDENCIA DE SUBSIDIO FAMILIAR 
	 
	 
	5
	2
	1
	
	8

	SUPERINTENDENCIA DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD 
	 
	 
	55
	15
	54
	
	124

	AERONÁUTICA
	
	
	56
	219
	222
	239*
	736

	DIAN
	
	
	
	
	
	
	175

	DAS
	
	
	
	
	
	190**
	190

	DAPRE
	
	
	
	
	
	
	

	INPEC
	
	
	
	
	1.200
	
	

	TOTAL
	2.429


* Controlador Aéreo


** Detective

Como podemos ver se cuenta con aproximadamente 2.429 vacantes de sistemas específicos de carrera a ser provistas, de los cuales algunos ya están convocados y se encuentran en proceso de selección; Para el Sistema Especial de Ley como la carrera docente se están proveyendo aproximadamente 14.579 plazas.

2.1.3. Aprobación de la Ley para la elección por concurso de méritos del Registrador Nacional del Estado Civil
Se expidió la Ley 1134 de 2007 que, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 266 de la Constitución Nacional, organiza el concurso de méritos para la elección del Registrador Nacional del Estado Civil con el fin de escoger al aspirante con mayor idoneidad. “Aportando a la democracia representativa y participativa un funcionario que reúna las mejores condiciones para la ejecución, la vigilancia y la toma de decisiones al frente del Sistema Electoral”

2.2. Sistemas y mecanismos para la adquisición de bienes y servicios que garanticen la publicidad, equidad y eficiencia.

2.2.1. Aprobación de la Ley 1150 por medio de la cual se introdujeron medidas para promover la eficiencia y la transparencia en la gestión de los recursos públicos.
En las tres últimas legislaturas, de 2002 a 2005, el Gobierno Nacional presentó a consideración del Congreso, varios proyectos de ley para introducir medidas de agilidad y simplicidad en los procesos contractuales, así como mayor garantía de probidad en el manejo de los recursos públicos involucrados, con el fin de eliminar los espacios que pudieran ser utilizados para usufructuar indebidamente el patrimonio público.

En este marco, el Proyecto de Ley que terminó con la aprobación de la Ley 1150 de 2007, fue iniciativa del Gobierno que consideraba de principal importancia “(…) la modificación del Estatuto General de Contratación para la Administración Pública con el objeto de introducir medidas para la eficiencia y transparencia en la gestión contractual que hagan del mecanismo contractual un hito de eficiencia en la administración del recurso público y un terreno adverso al accionar de la corrupción.”

Cabe destacar que este Proyecto de Ley, que busca mejorar el sistema de normas que rige la contratación pública, fue resultado de un largo proceso de discusión del que hicieron parte los actores interesados en el mismo: órganos de control (Procuraduría y Contraloría) contratistas, académicos y la ciudadanía en general.

A través de este Proyecto de Ley se aprobaron medidas que promueven la eficiencia y la transparencia en la gestión de los recursos públicos, entre las cuales cabe destacar:
- Se estableció como principio general de la actividad contractual para entidades no sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que todas estas entidades deben observar en sus procesos de contratación los principios de la función administrativa y de gestión fiscal consagrados en los artículos 209 y 267 de la Constitución, así como al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la normatividad contractual. 
- Se derogó expresamente la norma que establecía la exclusión del régimen de contratación para aquellos celebrados con personas extrajeras y en su lugar se establece que, tratándose de contratos o convenios internacionales, estos deben someterse a los procedimientos de la ley 80 de 1993, salvo que el 50% o más del valor del mismo sea financiado con recursos de cooperación, asistencia o ayuda internacional, evento en el cual se podrán regir por las normas de la organización internacional.
- Se circunscribió la contratación directa, cuando se trate de la celebración de contratos interadministrativos, a aquellos casos en los que el objeto del contrato a ser celebrado entre las entidades estatales tiene relación directa con las funciones encomendadas a las mismas.
- Se modificaron las causales de contratación directa, y se creó la figura de la selección abreviada, procedimiento que corresponde a la modalidad de selección objetiva prevista para aquellos casos en que por las características del objeto a contratar, las circunstancias de la contratación o la cuantía o destinación del bien, obra o servicio, puedan adelantarse procesos simplificados para garantizar la eficiencia de la gestión contractual.
- Se reformuló el contenido del deber de selección objetiva con el objeto de que la evaluación de las ofertas se concentre en los aspectos técnicos y económicos, de forma que las condiciones del proponente (capacidad financiera, experiencia y organización) no sean objeto de evaluación, sino de verificación de cumplimiento.
- Se derogó la garantía de utilidad para los contratistas y en su lugar se establece que los pliegos de condiciones o sus equivalentes deberán incluir la estimación, tipificación y asignación de los riesgos previsibles involucrados en la contratación. Así mismo, en las licitaciones públicas, los pliegos de condiciones de las entidades estatales deberán señalar el momento en el que, con anterioridad a la presentación de las ofertas, los oferentes y la entidad revisarán la asignación de riesgos con el fin de establecer su distribución definitiva. 
2.2.2. Portal Único de Contratación Estatal

El Portal Único de Contratación, instrumento por medio del cual se promueve la transparencia y eficiencia del Estado con un acceso ágil y oportuno a la información de las adquisiciones publicas, a través de la utilización de un sitio Web centralizado, presenta la siguiente evolución en relación con el número de entidades registradas en el Portal de Contratación www.contratos.gov.co :

	Mes
	Entidades registradas

	Marzo de 2007
	1.235

	Abril de 2007
	1.329

	Mayo de 2007
	1.460

	Junio de 2007
	1.494

	Julio de 2007
	1.525

	Agosto de 2007
	1.814

	Septiembre de 2007
	1.836


Con el fin de dar cumplimiento al Decreto 2434 de 2006 que señala los plazos de obligatoriedad para la publicación de la información relativa a la gestión contractual de las entidades del sector centralizado y descentralizado en el Portal Único de Contratación, se han adoptado diferentes medidas para que las entidades estatales que aún no se encuentren vinculadas al mismo lo puedan hacer en un término razonable, medidas entre las cuales cabe destacar las siguientes:

1. En todos los eventos de sensibilización y/o capacitación que sobre temas de Gobierno en Línea se adelantan por parte del Programa de Agenda de Conectividad ante las Entidades Públicas, se socializa la importancia y necesidad de dar cumplimiento a lo estipulado en el Decreto 2434 de 2006.

2. Para la capacitación en el uso del Portal Único de Contratación, se ha puesto a disposición de los servidores públicos un tutorial que les permite  adelantar un proceso de autocapacitación.

3. Se cuenta, a través del Centro de Interacción Multimedia de la Intranet Gubernamental, con una línea telefónica a nivel nacional de carácter gratuito para atender a proveedores, ciudadanos, servidores públicos o entidades, que manifiesten cualquier inquietud respecto del Portal.

4. De manera periódica se generan comunicaciones, vía correo electrónico, a las entidades usuarias del Portal, respecto de aspectos relevantes del funcionamiento del mismo o de la gestión de información de los procesos publicados.

5. Para aquellas entidades que no se han beneficiado a través del Proyecto Gobierno En Línea Territorial, se les ha informado sobre los requerimientos tecnológicos mínimos para interactuar con el Portal.

6. A través del Programa Compartel del Ministerio de Comunicaciones se ha facilitado la conectividad a Internet a Entidades Públicas, e igualmente a través del mismo Programa se ha dispuesto para el uso de la comunidad en general de Telecentros, como puntos comunitarios de acceso a Internet.

2.2.3. Sistema de Información para la Vigilancia de la Contratación Estatal –SICE–

El artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 destaca la autonomía del SICE en el ejercicio del control fiscal, tal como lo establece la Constitución Nacional y las leyes relacionadas con la función auditora de la Contraloría General de la República. En virtud de dicha Ley, la CGR y el gobierno conformaron un equipo de trabajo para estudiar el Catálogo Único de Bienes y Servicios, CUBS y revisaron alternativas de optimización del mismo para hacerlo útil para el SECOP, como herramienta fundamental para el sistema de compras por medio electrónicos, y para los procedimientos de control fiscal por medios digitales dispuestos en el Sistema de Información para la Vigilancia de la Contratación Estatal, SICE, creado por la Ley 598 de 2000.

De conformidad con lo establecido en el Decreto 2178 de 2006, entre marzo y septiembre de 2007 se continuó con el trabajo conjunto entre la CGR y el Gobierno para avanzar en la articulación del SECOP con el SICE, en desarrollo de lo cual se han planteado propuestas de modificación de su reglamentación y de los aspectos normativos que debe incluir la Ley 1150 de 2007.
Hasta julio de 2007 se avanzó en la definición de los preceptos fundamentales de operación, como son el sistema de gestión de usuarios y las funcionalidades generales de cada sistema. A partir de la aprobación de la Ley, se han sostenido reuniones de carácter mas técnico, contemplando las alternativas de plataformas de operación y la implicación de la adopción de cada una, la propuesta de la Intranet gubernamental y la RAVEC y las migraciones de los sistemas para hacerlos  interoperables, entre otras.

Se ha avanzado en la definición de los requerimientos en recursos y tiempo para  redimensionar el hardware y el software para articular el SECOP y el SICE, como permitir la interoperación de los sistemas de gestión contractual de algunas entidades del Estado, como el SILOG de las Fuerzas Armadas, Contratación a la Vista (CAV) del Distrito, y otros sistemas como el de ECOPETROL o el INVIAS, los cuales se desarrollaron con base en el sistema de clasificación del CUBS actual, por lo cual cualquier adaptación de la estructura del CUBS implicará para dichos sistemas diferentes requerimientos de adaptación de sus software base y funcionalidades desarrolladas. 

3. MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN

En el propósito de fortalecer la participación de la ciudadanía en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción, el Estado Colombiano ha desarrollado diferentes propuestas destinadas a articular el Estado con la sociedad civil y a abrir espacios para la participación de la ciudadanía en el control social de lo público.

3.1. Gobierno en Línea Territorial

Con el fin de contribuir a la modernización del Estado y a un mejor servicio a los ciudadanos, a través de una administración pública más eficiente y una gestión más transparente, el proyecto Gobierno En Línea Territorial, GEL-T, del Programa Agenda de Conectividad beneficia a 1.051 entidades territoriales del país.
El proyecto fue diseñado para desarrollarse en dos fases:

· Fase I, adelantada entre junio del 2005 y abril del 2007, con una cobertura de 619 alcaldías y 2 gobernaciones

· Fase II, que se adelanta entre agosto de 2006 y enero de 2008, con una  cobertura de 424 alcaldías. 

En razón a la renovación que para el próximo año se dará en el nivel ejecutivo en las entidades territoriales, se ha contemplado para el período 2008-2010, realizar una fase de refuerzo en acompañamiento y capacitación a todos los municipios beneficiarios del Proyecto.
Durante el periodo de abril a septiembre del año 2007 se han adelantado las siguientes gestiones:

1. Terminación y cierre de la Fase 1 del proyecto, logrando que 619 alcaldías y 2 gobernaciones, cuenten con sus sitios Web habilitados.

2. Realización de reuniones de trabajo con autoridades locales con el fin de sensibilizar a los tomadores de decisiones en los beneficios y ventajas del Gobierno En Línea para las regiones.

3. Firma de convenios con 412 alcaldías pertenecientes a la Fase 2, para dar inicio al proceso de acompañamiento y capacitación que les permita iniciar la implementación de sus sitios Web.

3.2. Control social y Rendición de cuentas 

3.2.1. Promoción del ejercicio del control social y la rendición de cuentas.
El Departamento Administrativo de la Función Publica en coordinación con  la Agencia de Cooperación Alemana –GTZ-  y otras entidades, construyó  la “Cartilla de Control Social y Rendición de Cuentas para la Ciudadanía” la cual se encuentra en trámite de publicación por parte del organismo  de cooperación.
Así mismo, se está desarrollando el Proyecto “Asistencia Técnica para el Fortalecimiento del Control Social a la Gestión Pública”, cuyo propósito es fortalecer el ejercicio del control social a la gestión pública a través de programas de capacitación, para ello este Proyecto tiene como objetivos específicos: a) Dotar de instrumentos pedagógicos a quienes cumplan con labores de capacitación y promoción del control social a la gestión pública, del nivel territorial o departamental; b) Contar con un equipo de capacitadores para el desarrollo curricular  del Plan Nacional de Formación para el Control Social a la Gestión Pública y c) Desarrollar actividades de capacitación con ciudadanos y líderes sociales del nivel municipal para el control social a la gestión pública.

En el marco de este proyecto se ha avanzado en las siguientes acciones: 

1.  Se elaboró un informe en el que se identifican necesidades de capacitación de los multiplicadores regionales en control social, mediante encuesta aplicada en línea a 51 capacitadores regionales pertenecientes a 24 Departamentos del país. Los capacitadores regionales expresaron como necesidades de capacitación frente a metodologías de trabajo con grupos, realizar talleres interactivos y  herramientas para hacer dinámicas las capacitaciones.

2. Mediante la realización de 22 entrevistas telefónicas, se elaboró un informe para caracterizar la manera cómo los capacitadores regionales realizan su actividad educativa así como la población con la cual trabajan.  De igual forma se logró recoger la experiencia metodológica significativa, de capacitación y cartillas de capacitación en control social.

Se cuenta con la publicación de 300 ejemplares del documento versión preliminar de la Guía metodológica para la Capacitación en Control Social: Aprendiendo a Dialogar, los cuales orientan la labor de capacitación en control social.

3.  Se realizaron tres talleres regionales de capacitación de multiplicadores para el control social a la gestión pública con la participación de 210 capacitadores integrantes de las redes institucionales de apoyo a las veedurías y promoción del control social de los 32 departamentos del País. Se logró la formulación de planes de acción por cada una para adelantar acciones de capacitación a la ciudadanía.

3.2.2. Red Institucional de apoyo a las veedurías y promoción del control social.
En el año 2007 se ha adelantado la evaluación de los planes de acción elaborados por las Redes en los talleres regionales de los departamentos de Magdalena y Valle del Cauca y en la ciudad de Bogotá.

Se tiene también prevista la realización del Foro Nacional de Evaluación y Seguimiento a las 33 redes institucionales de apoyo a las Veedurías Ciudadanas y la financiación y acompañamiento de 16 planes de las redes institucionales departamentales de las veedurías ciudadanas.

3.2.3. Estrategia Regional

La Estrategia Regional es un instrumento de Lucha contra la Corrupción en el que a través de los Pactos por la Transparencia se convoca a la sociedad civil en sus diferentes organizaciones y a los gobernantes locales, con la participación del  Programa Presidencial de Lucha contra la Corrupción, en calidad de testigo de honor, a suscribir pactos o acuerdos sobre la gestión administrativa para fortalecer la eficiencia y la transparencia de los gobiernos locales, y fundamentalmente a promover la participación de los ciudadanos para el control social de lo público.

Como fue señalado en el anterior informe, con el propósito de mejorar el ejercicio de control social y ciudadano que se desarrolla a través de los Pactos, estos fueron rediseñados a partir de la evaluación realizada a su operación y resultados, haciendo reformas a su contenido, a su método de evaluación por parte de la ciudadanía e incluyendo nuevos instrumentos y estrategias que permiten recoger las observaciones hechas en talleres regionales a los ciudadanos.

En el año 2007 se han suscrito 25 nuevos pactos con Corporaciones Autónomas Regionales y 18 pactos con nuevos municipios que reciben recursos de regalías, así : en La Guajira: Manaure, Barrancas, Hatonuevo y Albania; en Casanare: Tauramena; en Meta: Acacias, Castilla y Puerto López; en Sucre: Tolú y Coveñas, en Cordoba: San Antero; en Santander: Barrancabermeja y Sabana de Torres; en Antioquia: Yondó, Puerto Nare, y Puerto Triunfo; en Bolivar: Cantagallo; en Boyaca: Puerto Boyacá. 
3.2.4. Auditorías Visibles
El programa de Seguimiento a la Inversión Pública de alto riesgo propone el seguimiento por parte de la ciudadanía y la vigilancia y control a las obras o servicios en sectores considerados vitales para la comunidad como: educación, salud, vivienda de interés social, agua potable, saneamiento básico y medio ambiente, en articulación con las interventorías, supervisiones y auditorías de las entidades del nivel central y territorial, los contratistas y las administraciones.

Para el logro de los objetivos de este Proyecto se llevan a cabo, bajo la coordinación del Programa Presidencial de Lucha contra la Corrupción, como mínimo tres Foros de Auditoría Visible a cada obra o proyecto seleccionado así:  El primer Foro con el fin de hacer la presentación de la obra o proyecto a la comunidad, en donde interviene la administración y los contratistas; el segundo Foro de seguimiento o avance de la obra o proyecto donde nuevamente participa la comunidad, la administración y contratistas con el objetivo de llegar a acuerdos según las inquietudes presentadas por la ciudadanía; y un tercer o último Foro de Socialización de Resultados y Entrega de Obra o Proyecto Terminado, donde continua participando de forma activa la ciudadanía verificando que el objeto del contrato responda a lo entregado.

En el año 2007, el Programa Presidencial ha coordinado la realización de 173 foros de auditorías visibles a 134 obras y/o proyectos, cuyo monto asciende a un valor aproximado de 390.000.000.000 millones de pesos, en 53 municipios del país, entre los que se pueden citar: Valledupar, Chiriguaná, Providencia, Manizales, Florencia Puracé, Aracataca, Santa Marta, Since, Sincelejo, Coveñas, Montería, San Antero, Dos Quebradas, Armenia, Villavicencio, San Martin Granada, Acacias, Castilla la Nueva, San Juan de Girón , Ibagué, Honda, Espinal, Yondó, Tunja, Barranquilla y Baranoa.
3.2.5. Vigías de la Democracia

En materia de planeación participativa, el Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción diseñó el proyecto Vigías de la Democracia para la construcción participativa en diagnósticos municipales y la consolidación de una propuesta ciudadana para presentar a los candidatos a las corporaciones públicas, con el propósito de incluirlas en los programas de gobierno 2008 – 2011. Este proyecto se está desarrollando en los municipios que reciben los mayores montos por regalías por explotación y exploración de hidrocarburos y carbón y aquellos que firmaron Pactos por la Transparencia, que tiene la condición de recibir también recursos de regalías.  
En desarrollo de esta iniciativa se llevaron a cabo dos talleres en marzo 27 y 28 con la agencia GTZ y con el Departamento Nacional de Planeación con el fin de diseñar la metodología a seguir en los Foros de Vigías de la Democracia, y se han realizado 43 foros con candidatos o precandidatos en los siguientes departamentos: Meta, Córdoba, Sucre y en los siguientes municipios: Chiriguaná, Puerto Boyacá, Puerto Triunfo, Puerto Nare, Yondó, Tumaco, Espinal, Ortega, Purificación, Melgar, Albania, Barrancas, Hatonuevo, Manaure, Maní, Aguazul, Tauramena, Sabana de Torres, Barrancabermeja, Aipe, Yaguará, Coveñas, Tolú San Antero, Acacías, Villavicencio y Cantagallo.
3.2.6. Articulación de la ciudadanía para el control y vigilancia de la gestión fiscal
Con el fin de fortalecer el proceso auditor y el seguimiento a los Planes de Mejoramiento la Contraloría General de la República ha celebrado 8 convenios de cooperación para la vigilancia de la gestión pública con organizaciones de la sociedad civil para fortalecer la estrategia de auditorías articuladas, y se han celebrado y puesto en marcha 3 convenios interinstitucionales para consolidar el sistema de control fiscal participativo en el nivel territorial con la Confederación Nacional Comunal, la Escuela Superior de Administración Pública, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Entidad Cooperativa Solidaria de Salud – Ecoopsos.
Así mismo, para propiciar la organización de la ciudadanía y articularla al control y vigilancia de la gestión fiscal, la Contraloría promovió la conformación de 50 veedurías ciudadanas bajo la denominación de comités de vigilancia ciudadana, la instalación y apoyo para el funcionamiento de 10 comités de seguimiento a los recursos del Sistema General de Participaciones - SGP (transferencias de la nación a los entes territoriales), esto dentro de una estrategia concebida dentro del marco del convenio Procuraduría-Fiscalía-Contraloría y dentro del proyecto Sinacof, así como la instalación y apoyo para el funcionamiento de 4 comités de seguimiento a los recursos de regalías.
3.2.7. Currículo de legalidad

El Programa Presidencial conjuntamente con el Ministerio de Educación acordaron dos fases de intervención en la implementación de currículo de la legalidad para el periodo 2006 a 2010.

La primera fase se conoce como Expansión: Su objetivo está centrado en fortalecer y expandir el currículo de la legalidad en todos los grados novenos de las instituciones educativas ya existentes y por otra parte, la de llegar a nuevas instituciones que en estos municipios no ingresaron en el año 2004 y 2005. Está fase opera en los 8 municipios pilotos a saber: Cartagena, Barranquilla, Cúcuta, Pereira, San Andrés y Providencia, Cali, Villavicencio y Tumaco. 

El consolidado final de resultados de la fase de expansión propuesta en los 8 municipios piloto es:

Número de Instituciones educativas que implementan currículo de la legalidad: 192

Número de docentes capacitados y que dictan currículo de la legalidad: 393

Número de estudiantes de noveno grado que han recibido formación: 18147

La segunda fase propuesta se denomina de Ampliación: esta fase tiene como objetivo promover e impulsar la ampliación en cobertura de cultura de la legalidad en nuevos municipios y regiones del país y con una meta de cubrir el 100% de las instituciones educativas existentes en cada uno. Con base en lo anterior, el Programa Presidencial, el Ministerio de Educación y NSIC seleccionaron cinco (5) municipios a saber: Montería, Valledupar, Quibdo, Neiva y Cartago.

Los resultados de esta fase de ampliación de cobertura son los siguientes:

	Ampliación de cobertura geográfica 2007

	Municipio
	No. de IE que ingresan
	No. docentes que ingresan
	No. estudiantes que ingresan

	Cartago
	12
	24
	960

	Neiva
	33
	66
	2640

	Monteria
	41
	82
	3280

	Quibdo
	17
	34
	1360

	Valledupar
	20
	40
	1600

	Total
	123
	246
	9840


4. Actos de corrupción
A continuación se presentan los resultados de la gestión judicial relacionada con los delitos contra la administración pública:
	  LA GESTION JUDICIAL RELACIONADA CON LOS DELITOS DE CORRUPCION                            

	AÑOS 2006 Y ENERO JUNIO 2007

	AÑO
	Tipo de Proceso
	PROCESOS
	PERSONAS
	Indice de evacuación

	
	
	 Ingresos
	Egresos
	Condenados
	Absueltos
	

	2006
	Contra la administración pública
	888
	1.869
	10
	25
	210%

	
	Contra la administración pública - Celebración indebida de contratos
	139
	102
	50
	39
	73%

	
	Contra la administración pública - Otros
	1.247
	1.181
	134
	515
	95%

	
	Contra la administración pública - Peculado
	987
	1.077
	172
	465
	109%

	
	Contra la administración pública - Prevaricato
	50
	53
	28
	17
	106%

	
	TOTAL 2006
	3.311
	4.282
	394
	1.036
	129%

	ENERO AJUNIO DE 2007
	Contra la administración pública
	972
	766
	 
	 
	79%

	
	Contra la administración pública - Otros
	916
	919
	 
	 
	100%

	
	Contra la administración pública - Peculado
	632
	587
	 
	 
	93%

	
	Contra la administración pública - Prevaricato
	35
	43
	 
	 
	123%

	
	Total ene- jun 2007
	2.555
	2.315
	 
	 
	91%

	Fuente : Consejo Superior de la Judicatura - UDAE - Banco de datos estadístico – Actualización a Octubre 18 de 2007 GEMR














� Exposición de motivos, Proyecto de Ley número 75 de 2006 Senado, por la cual se organiza el concurso de méritos para la Elección del Registrador Nacional del Estado Civil.


�  Exposición de motivos Proyecto de Ley número 20 de 2005 Senado “Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993, y se dictan otras disposiciones generales sobre contratación con recursos públicos”. Gaceta del Congreso 458 de 2005.
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